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«Es, pues, ineludible buscar entre el Estado -cuerpo demasiado grande y abstrac-
to- y el Municipio -demasiado pequeño y no menos abstracto- un tipo de organís-
mo intermedio que sea lanzado al agua de su propia responsabilidad (...) Como este
tipo de organismo intennedio no puede ser tampoco la provincia, unidad demasiado
arbitraria e insufícientemente amplia, sólo queda "la gran comarca", es decir, el prin-
cipio anatómico de la región>..

ORTEGA, EI So! , 7 de enem de 1926

«Los españoles somos el pueblo europeo que llevamos más tiempo viviendo jun-
tos en una cierta estructura política (cien años antes que los franceses, doscientos
más que los ingleses, casi cuatmcientos más que los italianos y los alemanes) y jun-
tos hemos de seguir viviendo por mucho tiempo más, lo cual es segum y creo que
prácticamente nadie niega en pazte alguna del pafs. Pem ello no quiere decir en ab-
soluto que esa comunidad de vida deba identificarse indisolublemente con el ar-
mazón institucional que hoy la expresa polfticamente».

GARCIA DE ENTERRIA, EI Pals, 21 de septiembre de 1976

En 1925, con ocasión de la muerte de Antonio Maura, escribicS Ortega varios artfcu-
los en El Sol glosando su figura. Aunque la política de Maura no fue monocorde, con-
sideraba nuestro filósofo que primaba sobre todo lo demás su anclaje en la reforma
de la Administración local. Pero esta idea de reforma, centrada en la conexión entre
caciquismo y vida municipal, se le antojaba a Ortega un error de diagnóstico:
«Maura lo espera todo del átomo municipal, habla poco de la provincia y con extre-
mada timidez de la región (...) Sin embargo, al cabo de los años y las andanzas empieza

(') Este trabajo es una reelaboración y ampliacibn de una conferencia sobre «Organización
de la educación en el nuevo mapa autonómico^>, pronunciada en la segunda semana de enero de
1996, dentm del Seminario que el Consejc] Escolar del Estado promoviÓ para reflexionar sobre su
propio futum en un Estado autonómico plenamente integrado.

('") Universidad Nacional de Educación a Distancia.
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a entreverse que la salud estaría en poner boca abajo el proyecto de Maura y seguir un
orden inverso: primero, la región; luego, la provincia, y al cabo, el municipio» (Ortega,
1988, p. 83).

Hace, pues, setenta años que Ortega mantuvo, casi en solitario, la insuficiencia de
una descentralización exclusivamente municipal («Yo sostengo que con esto no bas-
ta»). Entonces, Lcuál era su propuesta? Ésta: «Imagino una nueva anatomía de Es-
paña: la Península organizada en grandes regiones. Cada una estaría gobernada por
una Asamblea regional o Parlamento local, que nombraría sus magistraturas ejecu-
tivas (...) En manos del Poder central y su Parlamento nacional quedarían muy pocos
asuntos; a saber: los ptnblemas y funciones estrictamente nacionales, incluso el derecho
de intervenir en las regiones cuando alguna de ellas padeciese una situación anómala»
(Ortega,1988, p. 88).

EI ramillete de artículos publicado en EI Sol durante el inviemo de 1925-1926, bajo
el rótulo «Maura o la política», no era una improvisación. Un año después, Ortega dio
a luz otro conjunto de artículos en el mismo periódico y sobre el mismo tema de la des-
centralización. Aunque el momento político no fuera propicio, Ortega proponfa a la na-
ción caminar «hacia la gran reforma», que no era otra cosa que «inventar un Estado que
interese a las gentes», un Estado regional.

El penúltimo artículo de esta serie terminaba con esta máxima: «La unidad política
local (1) es la gran comarca. Organicemos a España en nueve o diez grandes comar-
cas...» (Ortega,1988, p. 256). Ortega volvía a insistir en lo que ya había anunciado a lo
]argo del invierno de 1925: «Separemos resueltam0nte la vida pública local de la vida
pública nacional. Así lograremos poseer plenamente las dos. Organicemos a España
en diez grandes comarcas: Galicia, Asturias, Castilla la Vieja, Paíg Vasconavarro,
Aragón, Cataluña, Levante, Andalucía, Extremadura y Castilla la Nueva (...) Yo ima-
gino, pues, que cada gran comarca se gobierna a sí misma, que es autónoma en todo lo
que afecta a su vida particular; más aún: en todo lo que no sea estrictamente nacional.
La amplitud en la concesión de self-governmerit (2) debe ser extrema, hasta el punto de
que resulte m^s breve enumerar lo que se retiene para la nación que lo que se entrega a
la región» (Ortega, 1988, pp. 257-258). Cámbiese gran comarca por región o por nacio-
nalidad, incorpórense algunas entidades uniprovinciales no contempladas aquí, añá-
danse las provincias insulares, y tendremos, con alguna variación, el mapa autonómico
vígente (3).

(1) En cursiva en el oríbínah Cuando en 1931 la Revista de OcciAenfe editb estos artfculos en un
libro, con la denominación Ca redención de las provincias, Ortega indicó en el prólogo que «aunque
camuflé la figura de "la región" bajo el nombre de "gran comarca", mi empeño fracasó» (Ortega,
1988, 176). Asf, el último articulo, titulado la idea de ta gran comarca o regióri, nó ltegó a ver la tuz en
EI Sol, debiendo esperar tiempos mejores con el advenimiento de la República.

(2) La cursiva es del original.
(3) Recuérdese también que cuando se plantee el problema catalán en la I[ República, Ortega

defenderá la generalización de la autonomfa frente a la opinión mayoritaria de conceder un estatu-
to especffico sólo a determinadas entidades territoriales.
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Cincuenta años más tarde del artículo de Ortega sobre la «gran reforma», cuan-
do el problema de la distribucicín territorial del poder levantaba de nuevo inquietud
en la opinión pública española, otro intelectual, García de Enterría, publicaba en EI
País -verano de 1976- una serie de artfculos sobre «la cuestión regional». EI pun-
to de partida era nítido: los españoles vivimos juntos desde hace muchos siglos
«pero eso no quiere decir en absoluto que esa comunidad de vida deba identifi-
carse indisolublemente con el armazón institucional que hoy la expresa política-
mente».

Lo que Garcfa de Enterría definía como armazón institucional era una estructura
estatal rígidamente centralizada, inservible ya para la convivencia pacffica de los dife-
rentes pueblos de España. De ahí que, al igual que Ortega se pronunciara en una situa-
ción similar a favor de una descentralización territorial para todas las regiones de
España, García de Enterría, en tan temprana hora, afirmaría que «el sístema regional
debe ser general y no particularista o excepcional, esto es, debe regionalizarse el país
entero y no sólo algunas regiones, las que invocan un particularismo cultural» (García
de Enterría, 1985, p. 62) (4). Aunque esta afirmación fuera prematura en aquellos mo-
mentos, la idea de una descentralización territorial del poder del Estado, abierta a todas
las regiones y nacionalidades de España, sería pmnto una de las bases fundamentales
de la Constitución de 1978.

1. LA CONFIGURACIÓN DEL ESTADO AUTONÓMICO

No me parece que se haya subrayado lo suficiente que el éxito de la transición de-
mocrática fue debido a la feliz consecucián de un doble proceso de democratización y
de descentralización. Efectivamente, en los difíciles años que transcurren entre 1976 y 1979
-primera fase del proceso autonómico- el Estado español se transformó al mismo tiempo
en un Estado democrático y en un Estado descentralizado: no sólo se produjo una divi-
sión horizontal del poder estatal en los tres poderes clásicos, y con ello la democratiza-
ción, sino que se efectuó también una división vertical -de arriba abajo-, asignándose
un poder polítim a unas entidades territoriales nuevas, reconocidas por la Constitución (5).

(4) Todos los artfculos citados fueron después reproducidos con pequeñas variaciones en un
libro que Ileva por tftulo Estudíos sodre autonomfas territorrales. Véase la referenáa bibliográfica al fi-
nal de este trabajo.

(5) Es importante precisar que el Estado no se idenkifica con el Gobierno, ni siquiera rnn el
conjunto de instituáones centrales que atienden los inten ses generales de Fa nación, sino que com-
prende también a las entidades territoriales que viven en su seno. De ahf que la teoría moderna del
Estado haya acuñado un doble concepto: el Estado-ory,anización, que comprende el conjunto de
instituciones que son titulares de los poderes clásicos -legislativo, ejecutivo y judiáal- y el Estado-
onienamiento, ^mbito político que intc:gra a las entidades territoriales -Comunidades Autónomas,
pmvincias y municipios-. Esta distincibn, respaldada por la jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional, explica que, por ejemplo, las Comunidades Autónomas puedan legítimamente considerarse
Estado (ordenamiento), al mismo tiempu que pcxlemos hablar de reparto de competencias entre el
Estado (organízación) y las Comunidadew Autónomas.
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Que este doble y complejo proceso se produjera, en general, con más aciertos que erro-
res, se debe, sin duda, al consenso de todas las fuerzas políticas y al refrendo de la gran
mayoría de la población. Como se ha dicho, el consenso fue «el nervio de hierro» de esta
refundación del Estado.

A la hora de proceder a una ordenación territorial del poder del Estado dos eran los
rnodelos antitéticos que tenían a la vista los constituyentes españoles: el modelo centra-
lizado y el modelo federal. Ambos sometidos, sin embargo, a un proceso singular: des-
de la Segunda Guerra mundial los históricos Estados europeos centralizados alumbran
en su interior poderosas fuerzas centrífugas que los encaminan hacia fórmulas de des-
centralización territorial (primero fue Italia, luego Bélgica, más tarde el Reino Unido, fi-
nalmente la centralizada Francia), mientras que los históricos Estados federales ven
crecer en su seno importantes fuerzas centrípetas que tienden a fortalecer los poderes
de la Federación, del poder central.

Ante esta doble y aparentemente contradictoria situación, la forma de Estado
regional, adoptada por Italia en 1947 e inspirada en la Constitución republicana de
1931, pareció a muchos un punto de encuentro entre el Estado centralizado y el Es-
tado federal, una forma política a la que podían dirigirse nuestros constituyentes
(Parejo,1981, pp. 7-8). Una primera lectura de la Constitución de 1978 así parece in-
dicarlo, ya que el Estado que allí se crea es una combinación de dos principios, el de
unidad y el de autonomía (hay un tercer principio, el de solidaridad, sobre el que
tendremos que volver). El principio de unidad es inequívoco: un solo ordenamiento
constitucional, una única nacionalidad española, un idéntico y básico estatuto jurí-
dico para todos los españoles, unos órganos constitucionales para todo el territorio
nacional, etc. También el principio de autonomía se afirma con rotundidad: las nue-
vas entidades territoriales de carácter intermedio que la Constitución reconoce -las
regiones y las nacionalidades- aparecen dotadas de la máxima autonomía, aunque
sometidas a los límites derivados del principio de unidad y del de solidaridad (Pa-
rejo, 1981, pp. 10-11).

Pero una segunda lectura nos revela que la autonomía política y administrativa
que la Constitucián preconiza va más allá de lo que, por ejemplo, consagra la Cons-
titución italiana que dio a luz el Estado regional. Así, pronto se comenzará a hablar
entre nosotros de Estado regional sui generis (T. R. Fernández), Estado federo-regio-
nal (Trujillo) o federalizante (Martín Mateo), Estado autonbmico (Sánchez Agesta),
aludiendo de este modo a una nueva forma de Estado que admite tal grado de des-
centralización territorial que lo acerca a los modelos federales. Podemos, pues, de-
cir que estamos ante un Estado autonómico de corte federal. Es así porque, frente al
modelo italiano, se parte en realidad de un sistema de lista única de competencias,
las exclusivas del Estado del artículo 149.1 de la Constitución, tratamiento similar al
de la Federación en los modelos de este tip^, pudiendo corresponder a las Comuni-
dades Autónomas todas las competencias no especificadas en el citado precepto
constitucional, siempre que así lo asuman en sus correspondientes estatutos de au-
tonomía.
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A la hora de detectar la influencia de los modelos federales en nuestra Consti-
tución, existe también un amplio acuerdo en indicar que es el alemán el que mayor
influencia ha ejercido. Pero tanto el modelo alemán como el suizo son hoy arqueti-
pos de lo que se ha llamado federalismo de ejecución, federalismo cooperativo o fe-
deralismo de asociación. Basta leer el artículo 149.1 de la Constitución para ver que
el Estado se ha reservado fundamentalmente competencias de legislación, programa-
ción o planificación, coordinación y control, dejando un amplio espacio para lo que
es básicamente competencia de las Comunídades Autónomas: desarrollo legislativo
y de ejecución. Dicho en otras palabras: «La Constitución ha querido, al propiciar la
fórmula de la ejecución autonómica de la legislación estatal, articular certeramente
dos principios políticos: que la legislación, en las materias de que se trata, sea uni-
forme a todo el territorio nacional, uniformidad que se asegura atribuyendo su
formulación al Estado (...), pero a la vez ha querido también que la ejecución de
esa legislación uniforme sea propia de las poblaciones de cada Comunidad Au-
tónoma» (Garcfa de Enterria, 1983, pp. 39-40). La existencia de dos poderes concu-
rrentes, uno facultado para dictar esa legislación que el constituyente ha querido
que fuese uniforme en virtud de su condición básica, y otro habilitado para el de-
sarrollo legislativo y para la gestión, hace que inevitablemente ambos poderes
tengan que ejercerse bajo el principio de la cooperación. La cooperación de las
instituciones es, como veremos, el alma de este federalismo de ejecución en que
los constituyentes se inspiraron y el principio que forma el eje cardinal de Estado
autonómico.

2. EL PROCESO AUTONÓMICO

Toda la doctrina está de acuerdo en que el tftulo VIII de la Constitución españo-
la es la parte más deficiente, contradictoria y ambigua de nuestra superley. Y, sin
embargo, el titulo VIII fue, y sigue siendo, la clave de bóveda de todo el entramado
que constituye el Estado autonómico. La explicación debe buscarse en la dificil
situación en que se encontraron los constituyentes españoles para encontrar un
fórmula viable de organización territorial del Estado que fuera susceptible de con-
senso. Esta fórmula consistió en eludir en el texto constitucional un modelo de
Estado cerrado, perfectamente delimitado, cosa harto improbable de conseguir
en aquellos momentos, y acordar un conjunto de principios básicos que permitiera
la delimitación del Estado en un futuro más o rnenos mediato. De ahi que el artículo
149 remita a un postrer desarrollo estatutario e, incluso, en algunas materias, a nor-
mas básicas estatales, es decir, a lo que después se ha llamado el «bloque de consti-
tucionalidad».

EI título VIII, pues, no impone una estructura territoñal definida. En cierto sentido,
puede hablarse de un modelo abierto dentro de unas principios básicos bien delimita-
dos. Así lo entendicí el Tribunal Constitucional que en su primera sentencia autonómi-
ca, la 32/1981 sobre la Ley de ►as diputaciones catalanas, señaló que el constituyente en
el título VIII scSlo «prefigura una distribución territorial del poder polftico», lo que equi-
vale a«sugerir una forma territorial de Estado que requería todavía para su rnncrecicSn
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de un proceso autonórnico cuyo ritmo y características tampoco aparecían impuestos»
(Cruz Villalón,1991, p. 3343).

Se ha dicho que el Estado autoncímico es un proceso incesante, una estructura
in fieri, algo que está haciéndose (6). Efectivamente, puede decirse que hasta el mo-
mento este proceso autonómico ha recorrido tres fases claramente diferenciadas: una
primera que comienza en los meses iniciales de la transición y que incluye las preau-
tonornías, el período constituyente y la aprobación de los estatutos autonómicos
vasco y catalán en 1979; una segunda fase que abren los acuerdos autonómicos de
1981 y que abarca la aprobación de los restantes estatutos, el debate político de la
LOAPA y su anulación parcial por el Tribunal Constitucional, el impulso a los traspasos
de funciones y servicios a las Comunidades con plenas competencias y la aparición de
las administraciones autonómicas; hay aún una tercera fase, en fin, en la que nos en-
contramos, que aparece presidida por los pactos autonómicos de 1992, y que se con-
creta en la aprobación de varias leyes de transferencia a las Comunidades sin
competencias plenas, la posterior reforma de sus estatutos y el consiguiente proceso
de traspasos a partir de 1995 (7).

Estamos, pues, en una fase de plena integración en el Estado dé aquellas Comu-
nidades que iniciaron el camino de la autonomía por el procedimiento más lento del
artículo 143 de la Constitución. Dotadas de una embrionaria administración para hacer
frente a las competencias limitadas del artículo 148 de la Constitución, la recepción
de los traspasos de servicios revela que a su término, España se habrá dotado de un
Estado integrado por diecisiete Comunidades Autónomas en el pleno ejercicio de sus
competencias. Nos encontramos, pues, a las puertas de la realización plena de un mo-
delo. Es la hora de la complejidad autonómica y el momento de la política y de la admi-
nistración.

3. LA DESCENTRALIZACIÓN DE LA EDUCACIÓN EN EL ESTADO AUTONbMICO

EI sistema educativo español surge en el siglo xuc de manos del liberalismo mode-
rado. Dos principios básicos, entre otros, han inspirado la organización de la educación
española desde su nacimiento: centralización y uniformidad. Estos rasgos han perma-
necido prácticamente intactos desde su origen hasta 1978, a pesar de las innumerables
reformas que han tratado de modificar el sistema educativo. Como ha señalado Viñao,
en nuestra historia contemparánea sólo ha habido tres rupturas profundas de la or-
ganización de la educación, dos de ellas frustradas: la primera se produce con la re-
voluçión de 1868, de mano de los progresistas, partidarios, como es sabido, de la

(6) Véase el prólogo de Lucas Veeoti a Snt^rrotaYn MncHErn ( 1984); la referencia en la pági-
na 11.

(7) Un importante estudio de las dos primeras fases, que incluye no sólo problemas sino tam-
bién propuesias, puede hallarse en J. ToKNOS. et al. (1988).
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descentralización; la segunda está ligada a la implantación de la 11 República y a los in-
tentos de descentralización política y administrativa; la tercera, la que inaugura la
Constitución de 1978, es la única que ha superado hasta el momento la prueba del tiem-
po, permitiendo la formación efectiva de un sistema educativo descentralizado (Vi-
ñao, 1994, pp. 35-48). Veamos, pues, brevemente, lo que ha establecido la Constitución
a este respecto.

Aunque no sea el objeto de nuestro estudio la distribución de competencias educa-
tivas (8), debe indicarse que al artículo 149 asigna al Estado, en su acepción de organi-
zación o aparato institucional, las siguientes competencias:

a) una competencia genérica, como es la de regular las condiciones básicas que
garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos
fundamentales (artículo 149.1.1.a). Es un precepto importante para nosotros
porque habilita al Estado para ser garante de la igualdad en el ejercicio del de-
recho a la educación, catalogado como un derecho fundamental en el capitulo
segundo del Título primero de la Constitución. Este precepto respalda, por tan-
to, la función compensatoria del Estado, aunque referida siempre a los conteni-
dos básicos y esenciales del derecho a la educación;

b) la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de
los tftulos académicos y profesionales (artículo 149.1.30.a);

c) las normas básicas para el desarrollo del artfculo 27 de la Constitución, a fin de
garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta
materia (artículo 149.1.30.a).

Éstas son las referencias -una genérica y dos específicas- que hace la Constitución
sobre las competencias educativas del Estado. Como puede observarse, son competen-
cias fundamentalmente normativas. De ahí que las Comunidades Autónomas reserva-
ran para sí en sus estatutos las competencias propias de la ejecución, bien cifradas en
potestades de desarrollo legislativo bien en facultades de gestión del subsistema educa-
tivo existente en su ámbito territorial (9). Finalmente, las leyes orgánicas que han asu-
mido, como normas básicas, el desarrollo del artfculo 27 han incidido también en este
campo, aportando nuevos elementos de delimitación competencial y nuevos cauces de
cooperación.

(8) Remito para ello al trabajo de ViÑno ya citado. También puede consultarse el Informe
que sobre la descentralización educativa presentó el Ministerio de Educación y Ciencia a la Con-
ferencia de Ministros de Educación de Bogotá (1993), que hace un análisis exhaustivo del repar-
to competencial en educacibn. Asimismo puede consultarse la ponencia que presenté al V
Congreso Interuniversitario de la Educación, celebrado en Sitges (1995), bajo el tftulo «La polf-
tica educativa del Estado autonómico», pp. 94-98 (véase para todos estos estudios la referencia
bibliográfica).

(9) Recuérdese también que algunas Comunidades tienen además potestades de IegislacicSn
en los supuestos de competencias exclusivas en sentido estricto (por ejemplo, en los casos de a^ofi-
cialidad de lenguas).
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4. LOS MODELOS EUROPEOS DE DESCENTRALIZACIbN EDUCATIVA:
ESPECIAL CONSIDERAC16N DE ALEMANIA Y DE SUIZA

Las dificultades existentes para efectuar una tipología de la descentralización,
fruto de la variedad de elementos que cabe contemplar en el ámbito de la organiza-
cibn de la educación, explica que las clasificaciones al uso no sean demasiado satis-
factorias. Así ocurre, por ejemplo, con la que formula el Consejo de Europa que,
tratando de englobar prácticamente a todos los países europeos, presenta una ta-
xonomía muy sencilla: sistemas educativos centralizados, sistemas educativos en
vías de descentralización y sistemas educativos descentralizados (Conseil de 1'Eu-
rope,1994, pp. 11-12).

Otra catalogación más refinada serfa la de la OCDE, que distingue, desde la
perspectiva de la organización de la educación, cuatro niveles: el nivel máximo de
descentralización aparece atribuido a aquellos países en los que la descentralización
llega a las propias aulas, es decir, donde hay una auténtica autonomía del centro esco-
lar; un segundo nivel de descentralización sería ocupado por aquellos países en los que
la descentralización permite que el poder de decisión Ilegue hasta las autoridades loca-
les o municipales; un tercer nivel de descentralización vendría dado por países don-
de la competencia es ejercida por una entidad territorial distinta del poder central,
sea ésta una administración regional o federal; finalmente, un cuarto nivel en el que
el poder de decisión recae sólo en la Administración central del Estado (OECD,
1993).

La lista que plantea la OCDE tiene la virtud de establecer los cuatro grandes planos
de decisión de cualquier organización de la educación: autoridades centrales, autorida-
des regionales o federales, autoridades locales y autoridades escolares stricto sensu. Sin
embargo, esta ordenación no permite establecer las debidas matizaciones entre los dife-
rentes sistemas educativos ni, sobre todo, señalar los diversos grados de descentraliza-
ción existentes.

Partiendo de dos criterios fundamentales -Zquién tiene el poder de decisión? ^so-
bre qué materias?- podría hablarse de hasta siete niveles de descentralización que con-
figuran otros tantos modelos weberianos, distintos según se residencie, en definitiva, el
poder de decisión: el primer nivel del que partimos es el de los sistemas educativos cen-
tralizados -por ejemplo, Irlanda-; un segundo nivel lo ocupan aquellos sistemas que
siendo centralizados han manifestado legislativa y orgánicamente tendencias hacia la
descentralización -Francia, a partir de la creación de la región, sería uno de estos made-
los-; un tercer nivel es el de aquellos países que tienen un Estado regional y, en conse-
cuencia, desarrollan competencias en el ámbito de la educación de alguna entidad
-Italia sería aquí el paradigma-; España ocuparía el cuarto nivel de descentralización
educativa, más desarrollado que el caso italiano pem menos exigente que los modelos
siguientes; un quinto nivel lo desempeñan los sistemas educativos federales, como es el
caso típico de Alemania; en un sexto nivel de descentralización estarían aquellos países
como Suiza o Estados Unidos en los que la descentralización no se agota en los Estados
federados, sino que se sitúa en las corporaciones locales; el séptimo nivel, en fin, es
aquel en el que la descentralización no se detiene en las autoridades locales sino que pe-
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netra hasta el interiar de las mismas aulas -Gran Bretaña, a pesar de la reforma de 1988,
ocuparia este último nivel- (Pueiles,1992).

^Por qué sitúo nuestro sistema educativo en el cuarto nivel, justa como un sis-
tema intermedio de descentralizacíón, distante, aunque no por igual, del sistema re-
gional y del federal? Porque las campetencias que la Constitución, los estatutos de
autonomía y las leyes orgánieas de educación (LRU, LODE y LOGSE) asignan al Es-
tada en cuanto organización, en cuanto conjunto de instituciones centrales o gene-
rales, son importantes desde el punto de vista del poder de decisión: el Estado
determina la ordenación general del sistema educativo -niveles, modalidades, eta-
pas, ciclos y especialidades de enseñanza-; fija las enseñanzas mínimas que inte-
gran el currículo básico nacional; regula las condicianes de obtención, expedición y
homologación de los títulos académicos y profesianales; finalmente, contrala la ob-
servancia de las leyes estatales en las Comunidades Autónomas mediante la alta
inspección. Camo se ve, son competencias sustanciales que alejan al sistema espa-
ñol del modelo federal donde el pader central, la Federación, na tiene apenas com-
petencias en educación.

En función, pues, de las campetencias asignadas par el «bloque de constitu-
cionalidad», el modelo español ocupa una posición intermedia, parque si bien
no lo podemos identificar en un sentida estricta con las modelos federales, se
encuentra, sin embargo, lejos de un sistema centralizada coma Irlanda, no se li-
mita como en el casa francés a medidas carrectoras de la centralización, ni asigna
campetencias de menar cuantfa a las Comunidades Autónomas como en el
casa de Italia. Visto el modelo desde la perspectíva de las Camunidades Au-
tónomas, se aprecia que, en aquellas Comunidades que han recibida los traspasos de
servicios, se ha suprimida la Administración periférica del Estado que all{ exist{a, se
ha transferido a las Comunidades parte importante del poder de decisión sobre
el profesorado, se ha puesta a disposicián autonómica la tatalidad de los servi-
cios de inspección técnica, se han traspasado todos los centros docentes -incluí-
das las Universidades-, se ha dada una amplia participacián a las Comunidades en
el desarrolla del currícula nacional -un 35 por 100, salvo en las que cuentan con len-
gua propia que asciende a un 45 par 100, se ha transferida la campetencia para la
expedición de las títulas -na obviamente la regulación- y, para hacer frente a sus
nuevas abligaciones, se ha otargada la autonomfa financiera a las Camunidades de
acuerdo con el procedimiento constitucianalmente previsto. Par tado lo expues-
to, parece que pademos decir que estamas ante una descentralización adminis-
trativa prácticamente total y una cansiderable descentralización pol{tica. Par
eso pensamos que, tanto desde la perspectiva del Estado (organización) como
de las Comunidades Autónomas, el modela puede calificarse de intermedio, aun-
que más cercano al modelo alemán, que le supera, que al modelo italiano, al que
excede con creces. Es precisamente esta cercanía a los modelos federales lo que un
autor ha denominada «!n proximidad objetiaa» (10) del Estado autonómico a las famlas

(10) En cursiva en el original.
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organizativas federales (Trujíllo, 1993, p. 131), la que aconseja utilizar como referen-
tes, en nuestro caso, los modelos alemán y suizo (11).

La organización de la educación en el modelo alemán

Frente a la tradición anglosajona, anclada básicamente en las autoridades locales, y
frente al legado francés, de fuerte vocación central, el sistema alemán, si aislamos el pa-
réntesis de la dictadura nacionalsocialista, ha sido desde su nacimiento histórico un
modeio de organización federal. Como es sabido, la organización de la educación echa
sus raíces en la llamada «soberanía cultural» de los Ldnder.

En Alemania existe un Ministerio federal de Educación desde 1969, pero sus com-
petencias en este ámbito son muy limitadas. Puede decirse que, en general, son faculta-
des de coordinación y de cooperación, no poderes de decisión (12); en cualquier caso,
nunca son potestades de ejecución. La competencia está realmente en los Llinder, no en
la Federación (13).

Ahora bien, en virtud de un fenómeno que ya hemos señalado, el ascenso de las
fuerzas centrípetas en Alemania ha producido varias refonnas de la Ley Fundamental
de Bonn que han ampliado el poder competencial de la Federación. Entre las nuevas
competencias cabe destacar principalmente dos: a) la regulación de las condiciones de
ayuda para la formación; b) la promulgación de directrices generales para el funcio-
namiento de las Universidades. Aún así, las competencias de la Federación siguen sien-
do escasas, si las comparamos, por ejemplo, con lás del Estado español. En realidad, el
modelo alemán sigue siendo fiel a la Carta fundacional de 1949 que estableció abierta-
mente un federalismo educativo cooperativo. Veamos, por tanto, los cauces de coopera-
ción que utiliza el modelo alemán (14).

(11) Excluimos del anSlisis comparado el federalismo austrfaco, porque aquf los L^nder
funcionan como una administracibn indirecta, es decir, cumplen la función de ejecucibn de las
leyes federales con subordinación jerárquica a la Federación, que no sÓlo supervisa la ejecucibn,
sino que también emite instrucciones vinculantes para los Ldlnder, resuelve en apelación los re-
cursos contra las decisiones de ellos, etc. No hay, pues, puntos de contacto con el caso español,
donde las administraciones autonómicas no están sometidas al principio de jerarquía, sino al de
competencia.

(12) No obstante, en la carta magna alemana se dan algunos poderes a la Federación en ma-
teria de educación, especialmente tres: competencia sobre la fonnacibn profesional no reglada u
ocupacional, regulación de lás condiciones de acceso a la Funcibn Pública docente y promocibn de
la investigacibn (tan ligada a la Universidad).

(13) La organización que reflejamos corresponde a la República Federal Alemana, si bien des-
pués de la reunificacibn esta organizacibn, como tantas otras cosas, ha sido impuesta a los L'ánder
de la antigua República Democr8tica Alemana.

(14) Para más información me remito al «Informe educativoH del Instituto Max-Planck de tn-
vestigación Educativa. Ha sido publicado por la Revista de Educación, números 2% a 300; la infor-
mación sobre las fórmulas de cooperación puede verse en el núm. 297, pp. 431-438.
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En primer lugar, la Conferencia Permanente de los Ministros de Cultura de los Es-
tados, de gran influencia sobre la Canferencia de Consejeros de Educación españala.
Creada en 1949, funciona desde entonces ininterrumpidamente con la misión de acu-
parse de los asuntos que afectan a todos los Ilinder y adoptar decisiones conjuntas de in-
terés general.

Sus órganos de trabajo son el Pleno -integrado por todos los ministros-, la Presi-
dencia -rotativa para cada uno de ellos-, un secretariado -con funcianes de planifica-
ción y coordinación-, comisiones y subcomisiones.

La Conferencia funciona con el criterio de la unanimidad, tanto en el Pleno como
en las diferentes comisiones. A pesar de la unanimidad, los acuerdos car^ecen de valor
vinculante desde el punko de vista jurídico, aunque tienen un gran peso político. Son,
sin embargo, recomendaciones que sblo adquieren valor cuando los Ilinder adaptan las
medidas legislativas, reglamentarias a de ejecución aportunas.

Como habrá podido apreciarse, la unanimidad es la base de la Conferencia, criteria
que sigue siendo discutido en Alemania pem que fuerza a las partes a buscar el consen-
so. Lo cierto es que la Conferencia ha cvnseguido grandes aciertos en el campo de la
coordinación educativa. A t{tulo de ejemplo señalemos los siguientes: el convenio de
Sarrebruck sobre la enseñanza secundaria superiar (1960), el programa experimental
para la escuela comprensiva (1969), el acuerdo sobre plazas universitarias (1972), la re-
visión del grado superior del Bachillerato (1982), etc.

Además de la Conferencia existe otro organismv muy notable, la Comisifin Mixta
para la Planificación de la Enseñanza. Creada en 1970, ha funcianado mmo un órgano
parítario integrada por once representantes de los Estados federados y.siete det Gobier-
na federal (estos últimos con once votas también). Aunque ]as decisiones son fruta de
una mayoría de tres cuartos, carecen de valor vinculante para la minoría discrepante, lo
que ha hecho del consensa el criterio básico de actuación de este órgano.

La Comisión Mixta no tuvo éxito en su proyecto más ambiciaso, el Plan Global
de Enseñanza de 1973, que fracasó definitivamente en ]982. En cambio ha sido más
afortunada en la formulación de proyectos de reformas parciales Ilevados a cabo
por la cooperación bilateral de la Federación y de algunos [.linder. Financiados, por
regla general, a partes iguales entre la Administración federal y la de los miembras
federados, los proyectos han sido muchvs y de singular importancia: integración de
alumnos extranjeras, promoción educativa de minusválidas, nuevas modelas de
educación profesional, programas experimentales de enseñanza superior, etc.

Además de estos órganos existen o han existido otros de participación y asesa-
ramienta que conviene subrayar: la Camisión Alemana de Educación y Enseñanza, el
Cvnsejo Alemán de Educación y el Consejo Científico.

La Comisión Alemana de Educacíón y Enseñanza fue creada en 1953 con la misián
de analizar el desarrolla def sistema educativo y pmponer recomendaciones y sugeren-
cias. Sus miembros lo eran en función de su condición de perscmalidades independien-
tes pero, en realidad, la Comisión fue un fom mixto de asesaramiento pedagágico y de
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representación de intereses. No ha sido un órgano con vocación de permanencia, aun-
que haya tenido algunos éxitos, como sus recomendaciones para la reforma de la escue-
la elemental, que ejercieron una gran influencia. No obstante, desapareció en 1965.

En 1965 surgió a la luz el Consejo Alemán de Educación con la intención de superar
las deficiencias de la extinta Comisión citada. EI instrumento para ello fue doble. Se
dotó al Consejo, por una parte, de una instancia consultiva, la Comisión pedagógica,
compuesta por notables personalidades del mundo de la educación, yc por otra, de una
instancia más operativa, la Comisión gubernativa, que albergaba a los representantes
de los ministros de los Liinder, la Federación y autoridades municipales de alto nivel (la
Comisión pedagógica elevaba sus propuestas a la gubernativa). El Consejo como tal
jugó un buen papel en la vida de la educación alemana. Importantes fueron, por ejem-
plo, sus recomendaciones sobre la reforma estructural del sistema educativo, pero las
tensiones políticas entre partidos de distinto signo hicieron inviable este órgano de par-
ticipación y asesoramiento.

Finalmente, el Consejo Científico. Aunque es un órgano para el fomento y coor-
dinación de la investigación científica, lo traigo a colación porque es una muestra más
de la riqueza de técnicas de cooperación que ha sabido desplegar el federalismo mo-
derno (15}. El Consejo se compone de una Comisión científica, integrado por personali-
dades propuestas por las más importantes organizaciones científicas, y una Comisión
administrativa, nombrada por ]a Federación y los [linder. Ambas comisiones tienden a
formar comités mixtos a fin de conseguir el mayor acuerdo en sus propuestas, que ele-
van a una Asamblea general conjunta. Esta Asamblea decide por mayoría de dos ter-
cios. La originalidad de este Consejo está en que trata de conjugar la organización
bicameral -las comisiones-con una estructura decisoria unicameral -la Asamblea-. Por
otra parte, su fuerza y su debilidad está en el consénso: cuando éste se alcanza la in-
fluencia del Consejo es decisiva.

La orgnnización de la educación en el modelo suizo

Un profundo conocedor del sistema educativo suizo señaló hace pocos años que
este modelo, no suficientemente conocido, es posiblemente uno de los mejores ejemplos
de federalismo cooperativo. Y lo es porque las suizos, pasados los años setenta, de in-
tenso debate escolar, han conseguido hacer de la educación «una cuestión de Estado
que refleja pactos políticos fundamentales: el pacto constitucional que reconoce la sobe-
ranía de los cantones en la materia, el pacto social que reconoce la contribución de la
escuela a la conservación de la identidad nacional suiza y del orden social establecido,
y el pacto económico de conservación y desarrollo de un sistema de organización y pro-
ducción que ha dadu a la población suiza una situación de bienestar que el resto del
mundo envidia» (Rodríguez Durántez,1989, 425).

(15) Debemos resaltar que el Consejo Científim ha tenido un papel destacado por sus recu-
mendaciones para el desarrollo y creación de nuevas Universidades.
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Par otra parte, eí modelo suizo de descentralización educativa federal y municipal
tiene para nosotros un doble atractivo: primero, porque Suiza es, como España, un país
de una gran diversidad geográfica, histcírica, cultural y lingiiística; segundo, porque
también en Suiza existe la opinión generalizada de que las reglas competenciales de
la Constitución son imprecisas, escasamente técnicas y ambivalentes. Quizás por ello,
Suiza ha desplegado un fuerte mecanismo de integracián presidido por dos prin-
cipios básicos que aglutinan la disparidad existente: el consenso como norte político
y la cooperación como cauce de los distintos niveles de competencia (federal, cantonal
y local).

La organización de la educación responde al modelo federal. No existe aquí un Mi-
nisterio específico de Educación. Más aún, las limitadas competencias de la Confedera-
ción (16) corresponden, de una parte, al Ministeria del Interior, en cuyo seno se
encuentra la Oficina Federal de Educación y Ciencia, y, de otra, al Ministerio de Economía,
que tiene a su cargo la campetencia legislativa y de gestión respecto de las ayudas fede-
rales a la formación pmfesional.

Pem la competencia sustantiva la tienen los cantones o Estados federados, si bien
no deja de ser otra singularidad suiza que hayan sido los propios cantones, por medio
de sus Conskituciones o mediante leyes atributivas de competencias, los que hayan «Ile-
nado» el ámbito competencial de los municipios, circunscrito fundamentalmente a la
educación infantil y a la educación primaria.

Que la complejidad de tres niveles decisorios no haya obstaculizado la calidad
del sistema educativo suizo, comúnmente reconocida, se debe sin duda a la existencia
de «unos principios generales que forman parte del régimen constitucional no escri-
to y que condicionan de manera fundamental las relaciones entre las diferentes Ad-
ministraciones educativas, como son los de cooperación entre la Confederación y
los cantones y entre los cantones entre sí, los de fidelidad confederal y de acuerdo
mutuo y el principio de espiritu federal que supone que cuando la Confederación
ejerce sus competencias, siempre debe dejar a los cantones toda la autonomía que
sea compatible con la justa realización de los cometidos que aquélla tiene confia-
dos» (Aubert, 1983) (17).

Suiza tiene en su haber uno de los más veteranos instrumentos de cooperación. En
efecto, la Conferencia Suiza de Directores Cantonales de la Instrucción Pública nació
en 1897, precisamente para resolver problemas de interés común. Formada por los mi-
nistros cantonales de Educación (no incluye a la Administración federal a central), ha
venido funcionando desde entonces y resolviendo problemas importantes, si bien siem-
pre como consecuencia de largos plazos de estudio y de negociación, amplios procesos
de experimentación, procedimientos de evaluación, etc. Entre sus logms debemos des-
tacar el Concordato de 1970, que incide sobre materias fundamentales para la educa-
ción suiza y que fue apmbado por unanimidad.

(l6) Corresponde a la tradición suiza la singularidad de mantener este término, a pesar de
que desde it345 Suiza es jurfdica y p<^líticamente una fc^leración.

(17) Citado en Ro^KlcuLZ Dux.4nrrFZ, 1989, p. 44f3.
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Los órganos de la Conferencia son: la Asamblea general, el Presidente, el Comité y
el Secretario general. EI Comité, órgano efectivo de gobiemo, integra a las cuatro confe-
rencias regionales exiskentes. Hay además comisiones de trabajo, especialmente la de
secretarios regionales, que se ocupan sobre tado de presupuestas y de programas diver-
sos, y la comisión pedagágica, compuesta por representantes de las canferencias regio-
nales, asociaciones y expertas en educación, que prepara las recomendaciones de
coordinación en materia de enseñanza. Además de estas comisiones iniciales, existen
otras referentes a la enseñanza secundaria, medios audiovisuales, comunicación e in-
formación, etc.

Especial relieve cobran las conferencias regionales. Hay cuatro conferencias regio-
nales, que agrupan a todos los cantones, actuando como un mecanismo de coordina-
ción para asuntos propios de carácter geográfico, cultural y lingiiístico. Como ya hemos
visto, estas conferencias no sólo na son toleradas por la Conferencia general sino que
ésta las ha integrado en su seno.

Como ejemplo de la riqueza de fórmulas de coordinación y de cooperación tene-
mos que la Confederación, el poder central, y la Conferencia de Directores Cantonales
han creado, conjuntamente, el Centro Suizo de Documentación educativa y el Centro
Suizo de Coordinación para la investigación en materia de enseñanza. Ambos organis-
mos se financian a partes iguales y están regidos por una comisión mixta de presidencia
rotatoria. También merece citarse, como ejemplo de cooperación intercantonal, el Cen-
tro Suizo para el Perfeccionamiento de los profesores de enseñanza secundaria, creado
por la Conferencia general. Existen, además, múltiples convenios de cooperación inter-
cantonal.

Como vemos, son muchos los órganos de coordinación que funcianan en Suiza, si
bien aquí la coardinación no aparece como un principio jerárquico de dirección, sino
como un proceso de abajo arriba en el que los órganos superiores de nivel intercantonal
garantizan el marco político y legal de relaciones entre todos los niveles decisorios que
constituyen la razón de ser del sistema educativo suizo. En realidad, lo que los suizos
llaman coordinación, nosotros lo calificaríamos como cooperación. Si la organización
de la educación en este país nos parece tan sugerente es porque, en definitiva, las sui-
zos, con paciencia y con tenacidad, han sabida forjar un sistema educativo basado en
los principios de ayuda mutua y contribución recíproca.

5. EL MODELO ESPAÑOL DE DESCENTRALIZAC16N DE LA EDUCACIÓN

Del mismo modo que el proceso autonómico puede contemplarse en tres fases distin-
tas, la formación del modelo concreto de descentralización educativa admite también dos
períodos diferenciados: se podría hablar de un madelo material de descentralización,
forjado básicamente por los gobiernos de la extinta Unión de Centro Democrático
(UCD) y, en una segunda fase, podría decirse que este modelo ha sido completado, sa-
bre todo en lo que cancierne a las pracedimientos de coardinación y coaperación, por
los gobiernos de la etapa socialista.
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Sentadas las reglas competenciales en la Constitución y en los estatutos de autonomía,
el modelo material de competencia fue precisado por la Ley Orgánica reguladora del
Estatuto de Centros Escolares de 1980 (LOECE), y ratificado posteriormente por la ju-
risprudencia del Tribunal Constitucional. De ahí que las relaciones competenciales en el
campo específico de la educación quedaran establecidas de la siguiente manera: el Es-
tado tendría fundamentalmente competencias sobre la ordenación general del siste-
ma educativo, los títulos académicos y profesionales, la fijación de las enseñanzas
mínimas y la alta inspección; las Comunidades Autónomas tendrían básicamente com-
petencias de desarrollo legislativo y de administración de la educación, dentro del mar-
co estatal delimitado por el «bloque de constitucionalidad».

Con posterioridad, y dado que el proceso autonómico en educación es relativamente
abierto, varias leyes orgánicas de los gobiernos socialistas han ido delimitando el cam-
po relacional de competencias. Así, la Ley Orgánica de Reforma Universitaria de 1983
(LRU) distribuyó el ámbito competencial de la enseñanza superior en tres niveles dis-
tintos: el del Estado, el de las Comunidades Autónomas y el de las propias Universida-
des, si bien, de acuerdo con el artículo 27.10 de la Constitución, el peso de la autonomía
recayó fundamentalmente sobre las Universidades; la Ley Orgánica reguladora del De-
recho a la Educación de 1985 (LODE) amplió el campo competencial definiendo una
nueva competencia, la programación general de la enseñanza, compa^rtida entre el Es-
tado y las Comunidades Autónomas, al mismo tiempo que inkmducía la reserva regla-
mentaria a favor del Estado en algunos supuestos, si bien es cierto que la restringía a
sólo dos casos (reglamento de los aspectos básicos del régimen de conciertos y regla-
mento de requisitos mínimos de los centros escolares); finalmente, la Ley Orgánica de
Ordenación General del Sistema Educatívo de 1990 (LOGSE) ensanchaba las competen-
cias de las Comunidades Autónomas, no porque les confiriera el desarrollo de la refor-
ma educativa -competencia autonómica comprendida en las facultades de ejecución-,
sino porque sometía la potestad reglamentaria del Estado, en determinadas materias, a
la necesidad de obtener el acuerdo expreso de las Comunidades Autónomas o someter
a consulta o a informe de ellas determinados aspectos de la ley. Sin embargo, a mi juicio,
más importante que las innovaciones competenciales de este período ha sido la crea-
ción y puesta en marcha de dos instituciones Ilamadas a tener un peso considerable
en la organización futura de la educación: la Conferencia de Consejeros de Educa-
ciÓn, ce+eada por la LODE, y el Instituto Nacional de Calidad y Evaluación, fruto de la
LOGSE (18). De ambos organismos tendremos que ocuparnos ampliamente.

Los pactos auton6mrcos de 1992

Como es sabido, la ConstituciÓn estableció una nueva distribución territorial
del poder del Estado en función del 1lamado principio dispositiva. Es decir, asenta-

(16) Existe un tercer organismo creado por la LRU: el Consejo de Univérsidades. La ley le
asigna funciones de ordenacion, coordinacion, planificacibn, propuesta y asesoramiento, Io que
hace de este órgano una pieza básica de la enseñanza superior en el Estado autonbmico. Sin embar-
go, no nos ocupamos ahora de este órgano ya que el prfaente trabajo se centra bdsicamente en la
organizacibn de la educación escolar.
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das las reglas básicas competenciales en el artículo 149, correspondía a los terri-
torios históricos, provincias y municipios, disponer sobre múltiples cuestiones: vía
de acceso a la autonomía, denonvnación de la Comunidad, asunción estatutaria de com-
petencias -conectada con las vías de acceso a la autonomía-, instituciones de autogo-
bierno, etc.

Producto del principio dispositivo -y de atros preceptos constitucionales concor-
dantes- fue el ingreso en la autonomía plena de siete Comunidades, adoptando las res-
tantes el camino más lento del artículo 143 de la Constitución. De este modo, mientras
que de 1980 a 1983 se realizaron los traspasos a las Comunidades de competencia plena
(Navarra se incorporó más tarde, en 1990j, las restantes Comunidades fueron adminis-
tradas por el Estado a la espera de que transcurriera el plazo de los cinco años previstos
por la Constitución para proceder a la reforma de sus estatutos y al consiguiente
traspaso de funciones y servicios.

No vamos a entrar ahora en la polémica que surgiá una vex transcurridos los cinco
años: ^cada Comunidad debía proceder a una reforma de sus estatutos o debía preverse
un procedimiento común para la ampliación de las competencias? Dada la diversidad
con que los estatutos regulaban las diferentes materias competenciales, el primer cami-
no -según unos- llevaría a una excesiva heterogeneidad que impediría el normal fun-
cionamiento del Estado autonómico; en el segundo caso -según otros- se producirfa
una mayor homogeneidad, necesaria para la buena marcha del Estado autonómico,
aunque con ello perdiera algo la diversidad.

La solución vino dada por los pactos autonómicos de 1992, sellado entre los dos
principales partidos del arco parlamentario. Los pactos se pronunciaron por allanar el
camino hacia un Estado integrado por diecisiete Comunidades plenamente Autóno-
mas, inclinándose, por tanto, por una homogeneidad básica que permitiera el acceso a
un mismo techo competencial. El procedimiento para ello fue la promulgación de las
correspondientes leyes orgánieas de transferencias, al amparo del artículo 150.2 de la
Constitución, y posterior reforma de los estatutos de autonomía. Dicho procedimiento
se consumó en marzo de 1994, por lo que concierne a la reforma estatutaria y en 1995-
1996, por lo que se refiere a la práctica realización de los traspasos de funciones y servi-
cios.

^Que ocurrió en educación? Aparte de extender a todas las Comunidades la
fórmula autonómica de campetencia que ya conocemos, los pactos autonómicos
de 1992 hicieron especial énfasis en la cooperación y, por tanto, en los siguientes as-
pectos:

- deber de información de las Comunidades sobre el funcionamiento del sistema
educativo;

- creación de nuevos centros docentes e implantación de nuevas enseñanzas, ba-
sados ambos aspectos en los criterios generales de planificación que establezca
la Conferencia de Consejems de Educación;
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- adopción de mecanismos que garanticen una prestación homogénea del servicio
público de la educación;

- puesta a punto de procedimientos de evaluación del Sistema educativa en su
conjunto;

- establecimiento de procedimientas para la determinación de !ds estadísticas de
interés estatal;

- adopción de las medidas estatales precisas para corregír las desigualdades que
puedan producirse en la educación;

- principios comunes en las políticas de inversiones y de personal.

Mención especial merece el tratamiento que los pactas dan a la Conferencia de
Cansejems de Educaci(Sn, consagrada como un brgano de coardinación y de coopera-
ción con la misión de garantizar et funcionamienta del sistema educativo. Los pactos
indican también que la Canferencia deberá ser reforzada institucionalmente y proceder
a su regulación (periodicidad de las reuniones, funciones, procedimiento de toma de
decisiones, seguimiento del sistema educativa y examen de los desequilibrios con vis-
tas a su corrección).

Finalmente, el plaza de realización de los traspasos no se determina en los pac-
tos de modo uniforme. En educación, dado que la LOGSE ha puesto en marcha una
reforma educativa compleja, sometida a un dilatado calendaria de implantacicSn
gradual, consideraron necesario las partes firmantes «adecuar el calendario a los
compromisos establecidas para implantar la reforma educativa aprobada por las
Cortes Generales» (MAP, 1992, 28-29), lo que, según declaraciones ministeriales, su-
ponía que los traspasos en materia de Universidades se harían de inmediato (se han
efectuado prácticamente tados a lo largo del aña 1995 y parte de.1996), mientras
que los relativos a la educación escolar se producirían cuanda se generalizara la
educación secundaria obligatoria, esto es, en el curso 1996-1997. Todo ello quiere
decir que la hora de establecer una organizacián de la educación en un Estado auto-
nÓmico en pleno funcionamienta, de cumplirse las previsiones pactadas, está muy
próxima.

6. ORGANIZAC16N Y FUNCIONES DEL MINISTERIO DE EUUCACIÓN
Y CIENCIA

EI Ministerio de Educacíón y Ciencia ha sido haska el momento una organización

hbrida: de un lado, ha seguido siendo un organismo gestor respecto de las Camunida-

des que nn accedieron a la plena competencia en la primera fase; de otro, ha asumido

con dinamismo las funciones autonc5micas (aunque no todas); finalmcnte, ha acometi-

do una prafunda reforma del sistema educativo que ha traído inevitablemente una cc^n-

siderable carga de Kestión.
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Este Ministerio ha ejercido con gran amplitud la competencia relativa a la ordena-
ción general de la educación, sobre todo a partir de la reforma educativa de 1990: la po-
testad legislativa ha determinado los diversos niveles educativos, los ciclos, etapas,
modalidades y especialidades de la enseñanza, el número de cursos correspondiente a
cada uno de los niveles, la duración de la escolaridad básica y los requisitos de paso de
un nivel a otro. Y lo ha hecho no sólo respetando los cauces procedimentales estableci-
dos por la LOGSE (acuerdo previo, consulta e informe de las Comunidades Autóno-
mas) sino llevando también las decisiones principales al seno de la Conferencia de
Consejeros de Educación.

Asimismo ha ejercido la competencia sobre las enseñanzas mfnimas, entendiendo
como tales aquellas enseñanzas comunes a todo el territorio nacional que garantizan
por sí mismas una formación general a todos los españoles: fruto de esta competencia
ha sido el currículo básieo nacional de la educación escolar. En el ámbito universitario,
esta competencia se ha ejercido diseñando las directrices generales de los nuevos planes
de estudio.

Especial relieve ha presentado el ejercicio de la competencia de la alta inspección,
competencia que fue introducida precisamente por los estatutos de autonomía. EI Mi-
nisterio de Educación y Ciencia ha regulado el contenido de esta competencia en fecha
temprana (1981) y ha extendido los servicios de alta inspección a cada una de las siete
Comunidades Autónomas en pleno ejercicio de sus competencias. Se trata de una com-
petencia fundamentalmente de control normatívo, es decir, vigila el cumplimiento de la
legislación estatal por las Comunidades, aunque, según la jurisprudencia del Tribunal
Constitucional, no debe descartarse el ejercicio de facultades ejecutivas inherentes a la
función de fiscalización. Por otra parte, entre las funciones de los servicios periféricos
de alta inspección se halla la de elevar a las auturidades del Estado una memoria
anual sobre la situacidn de la educación en las respectivas Comunidades Autónomas, lo
que sin duda puede constituir una fuente de información importante sobre el funcicr
namiento del sistema educativo.

Otros aspectos básicos, desde la perspectiva de la potestad de normación del

Estado, han sido también cubiertos por el Ministerio de Educación y Ciencia: regu-

lación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de los títulos

académicos y profesionales, tanto relativa al ámbito escolar como al universitario;

regulacíón de los nuevos títulos de la formación profesional media y superior, en el

ámbito de la reforma educativa; régimen estatutario de la Función Pública docente,

etcétera.

En cambio, una competencia compartida, la programación general de la en-
señanza, no ha sido hasta el momento suficientemente ejercida. Por el momento,
digamos solamente que la programación general de la enseñanza constituye, se-
gún el artículo 27 de la Constitución, una garantía del derecho a la educación y un
cauce para la participación efectiva de todos los sectores afectados. A mi entender,
la programación general de la enseñanza está llamada a desempeñar un papel
principal en el nuevo mapa autonómico, cuestión ésta sobre la que volveremos
después.
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7. LA ORGANIZACIÓN DE LA EDUCACIÓN EN LAS COMUNIDADES
AUT6NOMAS

Las Comunidades autónomas que asumieron sus competencias en el proceso de
traspasos durante los años 1981 a 1983 (Cataluña, País Vasco, Galicia, Andalucía, Valen-
cia y Canarías; Navarra lo haría en 1990), ejercieron sus potestades legislativas y de eje-
cución desde el primer momento. En contra de lo que algunos pensaron, todas estas
Comunidades supieron crear una Administración educativa de nueva planta, si bien ]o
hicieron importando el modelo binario de la vieja tradición estatal (servicios centrales y
órganos periféricos).

Aunque las Comunidades autónomas recibieron en los traspasos las direcciones
provinciales del Ministerio de Educación y Ciencia, la rígida y firme centralización ope-
rada durante la segunda Dictadura hizo de los órganos periféricos del Estado servicios
de pura ejecución, poco abastecidos de personal y con escasos recursos. El ramo de la
educación no fue una excepción, lo que explica que las Comunidades tuvieran que im-
provisar una Admínistración educativa. Diez o quince años más tarde podemos decir
que la organización de la educacidn en estas Comunidades, a pesar de múltiples difi-
cultades, ha funcionado razonablemente bien.

Ello no significa que en el ámbito de relación con las autoridades educativas del Es-
tado no se hayan producido tensiones ni se hayan generado conflictos de competencias.
Como ya quedó indicado, las relaciones entre los poderes dentro de un marco autonó-
mico o federal son siempre relaciones dinámicas en que ambos poderes tratan de pre-
servar su ámbito competencial. Utilizando un símil ajeno, el sistema autonómico
puede ser comparado con el sistema solar: «Cada planeta describe u ocupa una ór-
bita alrededor del sol, cada órbita es el resultado del equilibrio entre dos fuerzas de
distínto signo y a su vez el conjunto de los planetas y el sol suponen un sistema
equilibrado. En el supuesto que nos ocupa, ese equilibrio final, resultante de equili-
brios particulares entre el Estada y las Comunidades Autónomas, sin embargo, no
es el resultado de leyes físicas, sino de leyes sociales que en el caso de no ser actua-
das pueden determinar el desequilibrio de todo el sistema» (Linde,1981,13). De ahí
que, a veces, el equilibrio se rompa y surja el conflicto. No obstante, en el caso que
nos ocupa, según fuentes oficiales, los rnnflictos de competencia ante el Tribunal Cons-
titucional, en el período 7 981-1992 han sido sólo 32, sin que en estos últimos años se
registren apenas conflictos. Sin duda esto ha sido fruto del esfuerzo de las autorida-
des ministeriales y de las autonámicas que, al igual que en otras materias, han ido
creando lazos de relación y espacios de cooperación, de los que debemos cxuparnos
ahora.

8. LOS PRINCIP[OS DE COORDINACIÓN Y COOPERACIÓN EN EL SISTEMA
EDUCATIVO ESPAÑOL

No resulta fácil deslindar los principíos de ccx^rdinación de los de ccx^peración, ni

en la teoría ni en la práctica política. De hecho, muchos autores utilizan ambos términos
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como indistintos. Sin embargo, son principios de naturaleza diferente y, lo que es más
impartante, de consecuencias distintas.

Me parece muy atinada la afirmación de que «el concepto coordinación no solamente
no excluye, sino que parece destinado a incluir unas ciertas relaciones jerárquicas, que
son incompatibles con la idea de cooperación o colaboración» (Santolaya, 1984, pp. 33-
34). En el mismo sentido, Ignacio de Otto precisa que el principio de coordinación im-
plica necesariamente una decisión unilateral, mientras que la cooperación supone una
decisión compartida, bilateral o plurilateral (Otto,1991, p. 3382). Obviamente, el princi-
pio de coordinación va ligado a la supremacía que se predica del Estado (organización)
respecto de las Comunidades Autónomas, y constituye, en sentido estricto, una autén-
tica competencia del Estado que impone a las Comunidades deberes de relacíón y de-
beres de ejecución.

Ahora bien, importa indicar que como competencia del Estado es, como todas
ellas, una competencia tasada. En el sentido estricto que estamos dando a la coordina-
ción, el Estado sólo puede, en general, imponer deberes en los casos establecidos en el
artículo 149 de la Constitución (planificación general de la actividad econámica, inves-
tigación científica y sanidad).

La coordinación, entendida, repetimos, como potestad unilateral ^sólo puede ejer-
cerse en los tres casos citados por la Constitución? Entienden los expertos que así es,
salvo una excepción, la que señala como competencia del Estado regular las condicio-
nes básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de sus de-
rechos fundamentales (artículo 149.1.1 ^). Es decir, la situación del Estado como garante
de una igualdad básica implica la potestad coordinadora, precisamente para evitar las
desigualdades regionales entre las Comunidades Autónomas (Otto, 1991, pp. 3387-
3390). Pero incluso en este caso, el principio de coordinación no implica en modo algu-
no ampliación de las competencias del Estado ni invasión de las competencias ajenas de
las Comunidades Autónomas. Más aún, debe partirse de una interpretación restrictiva
respecto de las llamadas condiciones básicas de la igualdad.

Tales conceptualizaciones, aplicadas a la descentralizacibn educativa, suponen,
a mi entender, que en sentido estricto no cabe hablar de coordinación, sino de coo-
peración, con la única salvedad de que el Estado, en el ejercicio de la función com-
pensatoria, y siempre que afecte a las condiciones básicas de la igualdad, puede
ejercer una competencía de coordinación que Ileva cansigo no sólo deberes de rela-
ción, sino incluso de ejecución (por supuesto, a carga de las propias Comunidades
Autónomas). Todo e11o equivale a decir que, en general y, desde luego, en educa-
ción, el principio básim que debe presidir la articulación del sistema autonbmico es
la cooperación.

La cooperación es el principio que mejor se adapta a la solución autonómica y
el que se predica hoy en los modelos federales. Implica una decisic5n compartida ge-
neralizable a todas aquellas materias que, como la educación, son objeto constitucio-
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nalmente de una competencia compartida. Así lo ha entendido desde los inicios el Tri-
bunal Constitucional que en una sentencia temprana, la 18/1982, señaló que la coope-
ración es un deber que dimana del «general deber de auxilio recíproco entre las
autoridades estatales y autonómicas», añadiendo que «este deber, que no es menester
justificar en preceptos concretos, se encuentra implícito en la propia esencia de la forrna
de organización territorial del Estado que se implanta en la Constitución».

Es cierto que muchas veces la cooperación implica en el fondo coordinacián, esto
es, deberes relacionales y de información recíproca, pero en este caso debemos decir
que la cooperación es «la forma de coordinacicín en la actividad de sujetos dotados de
poderes públicos, establecida en base a la utilización de poderes pmpios, no jerarquiza-
dos, de cada uno de los sujetos en presencia» (Santolaya,1984, 34). El principio de jerar-
quía no es compatible con el principio de competencia, pivote fundamental del sistema
autonómico, salvo en aqueltos supuestos tasados derivados de la supremacía del Esta-
do (organización).

En la primera fase del proceso autonómico se utilizó abundantemente, como fórmula
de cooperación, las comisiones paritarias, auténticos órganos de administración mixta,
idóneos para la compleja labor de los traspasos de funciones y servicios. Habría que es-
perar a la segunda fase para que comenzacan a surgir las conferencias sectoriales que
agrupaban a todos los consejeros del ramo correspondiente, junto con el ministro de
la Administración central del Estado. Éste ha sido, también, el caso de educación, si
bien la Conferencia de Consejeros de Educación fue pionera en cuanto a su temprana
creación.

Conferencia de Educación

La «Conferencia de Consejeros titulares de educación de los Consejos de Gobierno
de las Comunidades Autónomas y el Ministro de Educación y Ciencia», largo título can
el que nace la Conferencia de manos de la LODE (articulo veintiocho), surge en 1985
con tres funciones muy específicas: la pmgramación general de la enseñanza -compe-
tencia compartida-, la ccx^rdinacián de la política educativa y el intercambio de infor-
mación.

A la vista de lo ya expuesto, resulta evidente que la Conferencia de Cansejeros es

un instrumento de cooperación y no de coordinación en el sentido estricto señalado an-

teriormente. O si se quiere, es una forma de ccx^rdinación entre partes dotadas de pode-

res pn^pios no jerarquizados. En el mismo sentido se ha pmnunciado nuestro Tribunal

Constitucional al señalar con carácter general que las Conferencias sectoriales •mo

pueden sustituir los órganos propios de las Comunidades, ni sus decisiones pueden

anular las facultades decisorias de los mismos; las Conferencias sectoriates han de

ser órganos de encuentro para el examen de los problemas comunes y para la discu-

sión de las oportunas líneas de acción». A1 igual que en los modelos federales que

hemos examinado, los acuerdos de la Conferencia de Educación, aún gozando de la

unanimidad, carecen de fuerza jurídica de c^bligar y exigen de las autoridades eskatales
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y autonómicas, en el ámbito respectivo de sus propias competencias, el uso de poderes
normativos y de ejecución para poner en prácticas tales decisiones autónomas.

La Conferencia de Educación se constituyó formalmente en 1986. Hasta el momen-
to no existe ninguna norma que regule su funcionamiento, aunque los pactos de 1992
así lo exigen. La frecuencia de sus reuniones viene dada por el programa de actuación
que la propia Conferencia acuerda. Desde 1990 se ha reunido con mayor frecuencia
para consensuar el proyecto de LOGSE y su desarrollo reglamentario. Desde 1989 se le-
vanta acta de las sesiones.

Las decisiones de la Conferencia se preparan en Comisiones, constituidas de mu-

tuo acuerdo entre las partes, integradas por representantes ministeriales y de las Con-

sejerías de las Comunidades, con categoría personal de director general o asimilados.

Las Comisiones que han ido surgiendo muestran cómo en pocos años se ha afianzado

este instrumento de cooperación. Estas Comisiones son, hasta el momento, las siguien-
tes:

- Comisión de Personal. Es la más antigua. Le compete la coordinación, en un am-
plio sentido, de normas y políticas relativas al régimen de la Función Pública do-
cente (esta Comisión ha preparado los acuerdos sobre normas tan importantes
como la provisión de puestos en los centros de EGB, el acceso a la Función Públi-
ca docente, la movilidad del profesorado, la adquisición de la condición de cate-
drático, etc.).

- Comisión de Ordenación Académica. Su campo de acción incide de lleno en el ner-
vio central del sistema educativo (ha informado y elevado a la Conferencia de-
cretos tan notables como el calendario de aplicación de la LC►GSE, el currículo
básico nacional de los distintos niveles educativos, el régimen académico de los
alumnos, etc.).

- Comisión de Centros Escolares. Entiende de todos los asuntos relacionados con la
organización escolar (ha impulsado normas tan sustanciales como el decreto de
requisitos mínimos de los centms docentes, el procedimiento de autorización de
los centros privados, e1 régimen de conciertos, etc.).

- Comisión de Programas Internacionales. Ha sido el cauce para la presencia de las
Comunidades Autónomas en los pmgramas educativos de carácter internacio-
nal que les afecta, especialmente los de la Unión Europea, facilitando así la par-
ticipacibn de las Comunidades en los foros internacionales en los que actúa el
Estado como única organización política competente.

- Comisión de Estadística. Ha sido decisiva para arbitrar un pmcedimiento que per-
mita la elaboración de las estadísticas educativas de carácter estatal, esto es, las
estadísticas del conjunto del sistema educativo.

Finalmente, las Comisiones han utilizado en múltiples ocasiones la constitución de
grupos de trabajo ad hoc, de carácter mixto, en función de las materias que debían ser
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objeto de estudio. Estos grupos no suelen tener carácter permanente y desaparecen una

vez que entregan a la Comisión respectiva el estudio requerido.

El Instituto Nacio^^al de Calidad y Evaluación (INCE)

La LOGSE de 1990 ha creado un órgano llamado a realizar funciones de peso en
el ámbito de la coordinación de los poderes públicos y de su cooperación. La ley le
encomienda al INCE la evaluación general del sistema educativo, así como la eva-
luación de las distintas enseñanzas. Para ello, la Ley Orgánica dispone que, tanto en
su organización como en su funcionamiento, el principio básico inspirador será el
de la participación de las Administraciones educativas de las Comunidades Autó-
nomas.

El Real Decreto 928/ 1993, de 18 de junio, regulador del INCE, ha sido fiel a este

principio inspirador al establecer los órganos de gobierno del Instituto. Estos órga-

nos son: la Conferencia de Educación que ya conocemos; el Consejo Rector, integra-

do por representantes de la Administración central y de las Administraciones

autonómicas; el Comité Científico, integrado por personalidades de prestigio, y el

Director, constituido no como una autoridad jerárquica sino como impulsor y ani-

mador del Instituto.

De todos los órganos señalados es la Conferencia de Educación la que se confi-

gura como máxima instancia decisoria, lo que significa que estamos ante un autén-

tico órgano de cooperación en la línea de los modernos modelos federales de

asociación o de cooperación. Así lo atestiguan las funciones asignadas a la Confe-

rencia: ella es la que acuerda los criterios y las prioridades que deben presidir la la-

bor del Instituto; ella la que aprueba los planes de actuación del organismo; ella la

que da su conformidad a los informes elaborados por el [nstituto y ella la que toma los

acuerdos en relación con la evaluación del sistema educativo. Le siguen, por orden de

importancia, el Consejo Rector, árgano operativo que eleva a la Conferencia los asuntos

indicados, y el Director, órgano fundamentalmente de propuesta, gestión y vigilancia

de los planes de actuación del Instituto (para las propuestas este órgano uniperso-

nal se apoya en el Comité Científico, formado por auténticos consultores encarga-

dos de velar por la calidad de los trabajos). Obviamente, la aplicacián de estos

planes en el territorio de las Comunidades Autónomas corresponde a sus respecti-

vas Administraciones educativas.

En síntesis, podría decirse que «el INCE tiene atribuido dos conjuntos de funcio-

nes, correspondientes a sendos ámbitos fundamentales de actuación. Un primer grupo

de funciones son las relacionadas con el ámbito de competencias exclusivas del Estado

en materia educativa; el segundo tiene que ver con la participación, colaboración o cex>-

peración en tareas de evaluación sobre la base de acuerdos con otras Administraciones»

(Tiana, 1995, p. 149).
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En mayo de 1994 se constituyó el Consejo Rector y en junio de ese mismo año se
debatió en su seno el primer plan de actuación para el trienio 1994-1997, inspirado en
tres criterios fundamentales: relevancia, es decir, atención a aquellos aspectos más sig-
nificativos de] sistema educativo; factibilidad, esto es, asignación de objetivos realistas
y de razonable consecución; flexibilidad, como corresponde a una etapa inicial que
debe permitir la reorientación de los planes conforme la experiencia así lo aconseje
(INCE,1994, 1).

A fin de aproximarnos a las complejas funciones a desempeñar por este Institu-
to, conviene describir brevemente las líneas de trabajo y los proyectos concretos
previstos en este plan trienal, aprobado posteriormente por la Conferencia de Edu-
cación. Como líneas de trabajo se han señalado básicamente cuatro (INCE, 1994,
1-2):

a) evaluación de los resultados de la educación, cuantitativos y cualitativos, cifra-
dos en las enseñanzas mínimas y en su correspondiente desarmllo curricular
por las Comunidades Autónomas y por los centros docentes;

6) evaluacidn de la implantacion de la reforma educativa pergeñada en la LOGSE,
especialmente del proceso gradual de aplicación a los distinto ŝ niveles educati-
vos;

c) construcción de un sistema estatal de indicadores de la calidad que permita ob-
tener una información constante sobre el estado real del sistema educativo (en
esta tarea la cooperación se instrumenta por medio de la Oficina de Planifica-
ción del Ministerio de Educación y Ciencia y de la Comisión de Estadística de
la Conferencia de Consejeros de Educación);

d) participación en estudios internacionales de evaluación, lo que permitirá com-
parar la situación y los resultados de nuestm sistema con el de otros países de
referencia.

Finalmente, los programas concretos para el trienio señalado suponen la realiza-
ción de las siguientes actividades (INCE, 1994, pp. 2-11): evaluación de la educación
primaria, cuya implantación termina en 1996; evaluación piloto de la educación secun-
daria obligatoria; evaluación piloto de la formación profesional e implantación de los
ciclos formativos; elaboración del sistema de indicadores, compatible con los modelos
internacionaíes y con su aplicación por las Administraciones educativas; realización de
estudios internacionales de evaluación (de matemáticas y ciencias, de lenguas vivas,
etc.). Cada uno de estos proyectos ha sido aprobado con su correspondiente calendario
de trabajo.

9. REFLEX[ONES CRfTICAS ANTE EL FUTURO AUTON6MIC0

En los dos últimos siglos los españoles no hemos sido muy pmclives a la autosatis-
facción. Sin embargo, algunas cosas hemos hecho bien, tanto en un siglo como en otro.

186



En lo que concierne al tema que nos ocupa ahora, no es una constatacicín aislada señalar

que «resulta patente el impresionante esfuerzo descentralizador que en el orden políti-

co y administrativo se ha llevado a cabo en nuestro sistema constitucional del Estado de

las Autonomías» (Bassols, 1991, p. 3447). Este juicio no es scílo de uso doméstico, tam-

bién desde el exterior se estudia la descentralización española con interés y con respeto.

En el caso de la educación, un competente y asiduo observador, en uñ estudio compa-

rado sobre la descentralización educativa en Venezuela, Colombia y España, ha podido

decir que «diez años después de que comenzaran los esfuerzos de la descentralización,

España y Colombia consiguieron un considerable éxito en el logro de sus objetivos,

mientras que Venezuela no» (Hanson,1989, p. 52) (19).

Ahora bien, reconociendo que el doble proceso de democratización y descentrali-
zación del poder político ha sido uno de los logros de este siglo, tan negativo en otras
cosas, debemos examinar ahora las carencias y deficiencias que subsisten en la actuali-
dad y que, si no se subsanan adecuadamente, pueden malograr el proceso autonómico
de descentralización educativa.

Veamos en primer lugar la organización del Ministerio de Educación y Ciencia. La
verdad es que resulta preocupante contemplar el organigrama del Ministerio, incluyen-
do aquf la última reforma orgánica (20). Es cierto que este Departamento ministerial,
como ya quedó indicado, ha tenido un carácter bifn^nte, con funciones autonómicas -
en las siete Comunidades de pleno ejercicio- y con actividades de gesticín -en las
diez restantes-, además de impulsar una cc^mpleja reforma educativa para el conjunto
del sistema educativo. Pero lo inquietante es que no haya dado signos de estar prepa-
rando un nuevo modelo de organización administrativa, inevitable tras los traspasos
de 1997.

No es sólo un pmblema de tamaño, de volumen orgánico (que en parte lo es, con

la inevitable supresión de unidades y consiguiente reajuste de plantillas), sino, sobre

todo, de funciones. EI futum modelo de organización tendrá que ser, por exigencia in-

terna del Estado autonómico, un Ministerio pequeño, altamente cualificado, como su-

cede en los Ministerios federales, con escasas o nulas competencias de gestión, y con

funciones legislativas, de programación general de la enseñanza -competencia compar-

tida-, de coordinacion -función compensatoria del Estado-, de control -alta inspec-

(19) La traducción es mía. Es intercaante reproducir aquí lo yue Hanson considera las clavc^s
del ^^considerable éxito» españoL el consenso básico, la neutralidad política de la Administración,
un proceso gradual, continuidad polftica en la descentralización, pn^cxupación por Icn costes del
prcxeso, autonomfa financiera, delimitación regional y aplicación efectiva del modelo autonámico
legal (pp. 52-53).

(20) EI Real Decreto 1954/1995, de 1 de diciembre (HOE del día 2 de dicic:mbre) es w^ muc^tra
más de la resistencia interna de toda la Administración central a mducir sus espacios de pcx^E:c Tras-
pasadas prácticamente todas las Universidades a las Comunidades Autónomas, la única modifica-
ción orgániea que se realiza es la fusión de las dcn Direcciones generales -la de Enseñanza superior
y la de ]nvestigación científica- en una sola, manteniendo, empero, tcxias las Subdirc^cciones genc:
rales de ambas (sólo se mociifica el nombre de al};unas de ellas). La pmgunta yue deberían rEwpon-
der las autoridades educativas c^s ésta: ^se justifica hoy una Secretaría de Estadu de Universidadc^s
e Investigación7
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ción-, de cooperación y de evaluación general del sistema educativo. Un Ministerio de
estas características Ileva consigo una reducción drástica de las unidades de gestión y
una reconversión cualitativa del personal a su servicio. La pregunta, por tanto, es ésta:
^está preparado, o está preparándose, el Ministerio de Educación y Ciencia para esta
transformación, inexcusable ya en 1997?

En este nuevo modelo ministerial todas las funciones señaladas son extremadamente
importantes, pero una de ellas debería desempeñar un papel cardinal: la programa-
ción general de la ense>lanza. Aquí el problema puede residir en que se continúe man-
teniendo la interpretación restrictiva que hasta ahora ha recibido, incluso por vfa
legal (LODE, Art. 27). La programación general de la enseñanza es algo más que
una compleja operación cuantitativa de programación de puestos escolares, o si se
quiere, de planificación de la oferta. La programaeión general debe incluir también
variables cualitativas, tales como la organización escolar, los contenidas de la edu-
cación, los métodos didácticos, la formación del profesorado, la autonomía pedagó-
gica de los centros docentes, etc., etc. Permítaseme recordar una vez más, que la
programación general de la enseñanza es una competencia compartida entre el Es-
tado y las Comunidades Autónomas (disposición adicional primera, punto dos,
de la LODE en conexión con su artículo 27). El ejercicio dual de esta competencia
exigirá un amplio esfuerzo de cooperación por parte de los poderes públicos, espe-
cialmente si se parte de una concepción no restrictiva de la programación general
de la enseñanza (21).

Veamos ahora la organización de la educación en las Comunidades Autónomas. Ya
hemos señalado que las Comunidades adoptaron el modelo binario de tradición esta-
tal, aunque algunos estatutos autonómicos prevén fórmulas de administración indirec-
ta, como la delegación de servicios en las corporaciones locales. La'realidad es que,
exceptuado el País Vasco por razones derivadas de su Foralidad y Canarias por mor de
su insularidad, la administración indirecta no se ha producido de modo efectivo en las
demás Comurúdades.

Es cierto que las Comunidades AutÓnomas han tratado lógicamente de robustecer
su organización en los primeros momentos de la autonomía. Como es cierto también
que la Administración central no ha sufrido la pmfunda transformación que la nueva
forma de Estado exige (lo que no constituye un estímulo para las Camunidades a la
hora de proceder a la autolimitación de su poder). Pero no es menos cierto que se ha de-
saprovechado, hasta el momento, la ocasión de introducir fórmulas innovadoras de or-
ganización: «No se ha producido, por tanto, una renovación del esquema que la
Adminístración estatal presenta como consecuencia de una historia de la que carecen

(21) Es cierto que alguna de las materias reseñadas ha sido objeto de atención por la Con-
ferencia de Educación, pero se trata de dar nuevos cauces a lo que ta Constitución bautiza como
programación genera! de la enseñanza (recordemos, por ejempio, que en el modelo alemán se creó
un órgano específico, la Comisión Mixta para la Planificación de la Enseñanza). Por lo demás, una
concepción amplia de la programación general de la enseñanza darfa ancho juego a dos organis-
mos diferentes, uno politico y otro de participacibn: la Conferencia de Educación y el Consejo
Escolar del Estado.
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las nuevas entidades» (Argullol, 1991, p. 3467). Es más, el mimetismo de la organiza-
ción estatal ha llevado a veces a las Comunidades a vaciar de competencias de gestión
a sus pmpios órganos periféricos o a reproducir el modelo de servicios centrales de la
vieja Administración estatal (pensado con una óptica centralizadora desde su naci-
miento decimonónico).

Por otra parte, la dinámica de la descentralización no se agota en las Comunidades
Autónomas, so pena de caer en lo que un autor ha llamado la aparición de un nuevo poli-
centrismo. Sin duda, la municipalización de la educación, circunscrita sobre todo a la edu-
cación infantil y a la educación primaria, es un reto pendiente que no debe desestimarse.
Ello no implica que las Comunidades deban hacer frnnte a este reto a solas, ni que deba ha-
cerse bnascamente: la descentralización exige tiempo (una de las claves del éxito ha sido la
de realizar el proceso de descentralización de un modo gradual (22)). Petb, asentado el Es-
tado autonómirn, la municipalización de la enseñanza será una necesidad indeclinable (ee-
cordemos que en el modelo suizo han sido los cantones los que han «llenado» las
cornunas de competencias educativas). Para ello las Comunidades disponen de múlti-
ples técnicas de administración que pueden ir dosificando el pmceso (la delegacián, el
encargo de gestión, la codependencia de órganos, los convenios, etc.). Emprender con
prudencia, pero con firmeza, la vía de la municipalización significa reforzar la construc-
ción del Estado autonómico, colocando bajo sus pies unos cimientos sólidos.

Finalmente, la descentralización debe llegar también a las aulas. Se trata de alcan-
zar una autonomía lo más amplia posible para el entorno mismo en que se produce
el proceso educativo: el centro docente (cosa que solemos olvidar). Se trata de una
autonomía que «puede afectar, por ejemplo, a la determinación del número de
alumnos por clase; al número de unidades y de profesores; a su selección y retribu-
ción; al tamaño, emplazamiento y característícas del edificio; a los contenidos y dis-
ciplinas y a su distribución temporal; a los métodos y procedimientos de enseñanza;
al calendario y horarios; a la organización del centro y del aula, etc. La simple lectu-
ra de estas posibilidades hará sonreír a más de un lector o lectora (...) hfuestra men-
talidad en relación con los centros sigue siendo básicamente centralista. Cuando
pensamos en un centro docente lo que tenemos cn la mente s<m espacios para la reali-
zación de objetivos y determinaciones adoptadas en escenarios administrativa y terri-
torialmente superiores» (Viñao, 1994, 50). Sin duda, queda mucho camino que recorrer
por la senda de la descentralización.

Ocupémonos ahora de los órganos de ccx^rdinación y de ccx^peración. La existencia
de una arganización hibrida en el ámbito del Estada (organización) no ha facilitado po-
siblemente un gran desarrollo de las fármulas de ccx^rdinacifin y de ccx^peración. Pero
en el nuevo mapa autonómico que se perfíla, el desarrollo de estas técnicas, tan acusa-
das en los federalismos modernos, será absolutamente necesario.

(22) Es verdad que, como se ha señalado recientemente, la LODE (disposición adicional x^-
gunda), pem sobre todo la LOGSE (artfculos 7, puntex dc^s y tres, 11.2, 54.3, 57.5, G0.2 y 65) han
abierto vfas de cooperación entre las Administracionc^ cducativas y las corporacionEx; lcxales (Ga-
Ilego Herrarz, 1995, pp. llly-112). Pero de lo yue hablamos aquí es de una nueva descentralización
territorial del pcxter yue aceryue la c^lucacibn a las comunidadc^s b^sicas.
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Desde la perspectiva de la coordinación, considerada como una competencia esta-
tal (artículo 149.1.1.a de la Constitución), quisiera resaltar la ineludible necesidad de de-
sarrollar técnicas que permitan ejercer la función compensatoria del Estado. En cierto
modo, estas técnicas han sido ya utilizadas -me refiero a los convenios de educacián
compensatoria-, pero et escenario de diecisiete Comunidades en pleno ejercicio de su
competencia exigirá del Estado una postura más dinámica y más vigilante respecto de
las desigualdades regionales. Ahora bien, no se trata sólo de una mayor diligencia en
este punto, también hay que aportar recursos. En este sentido, que las partidas presu-
puestarias del Ministerio de Educación y Ciencia, dedicadas a la educación compensa-
toria, se hayan reducido fuertemente en estos últimos años no me parece un signo
tranquilizador para lo que constitucionalmente es una función irrenunciable del Esta-
do, tanta en el presente como, sobre todo, en el futuro.

La cooperación ha encontrado en la Conferencia de Educación un cauce adecuado.
Pero que diez años después de su nacimiento no se haya regulado este organismo indi-
ca que posiblemente necesite de un mayor impulso de cara a una nueva fase. Me parece
admirable que la Conferencia haya ido produciendo su propia organización y su propio
funcionamiento, pero un Estado de diecisiete Comunidades exigirá un mayor desarro-
llo y una mayor complejidad de la Conferencia. Basta contemplar la secretaría general
de la Conferencia alemana, dotada con una plantilla de más de doscientos funcionarios,
para comprender que las funciones a asumir por el organismo español necesitarán
de un buen soporte administrativo, unas reglas claras de funcionamiento y un pro-
cedimiento flexible para la toma de decisiones. En cualquier caso, el camino deberá se-
guir siendo el de la autorregulación de la Conferencia y el del consenso.

El Instituto Nacional de Calidad y Evaluación, puesto en funcionamiento en 1994,
ha nacido con vigor y con empuje. Su organización puede resultar idónea para las im-
portantes funciones que tiene que asumir. Una cámara decisoria, un ĉonsejo rector de
administración mixta, un comité asesor cualificado y un órgano unipersonal de direc-
ción y animación parecen buenos mecanismos para las complejas misiones que se le en-
comiendan. Habrá que esperar a los primeros productos del Instituto y, sobre toda, a la
entrada en él de las diez restantes Comunidades para ver si esta organización es lo su-
ficientemente flexible para desempeñar bien su labor.

Hay un tercer organismo del que no hemos hablado: el Consejo Escolar del Estado.
Constituido coma un órgano de participación y de asesaramiento, ha desempeñado
bien hasta el momento -yo diría que muy bien- sus funciones como organismo consul-
tivo, incluso como cámara de expresión de los diversos intereses que existen, el mundo
de la educación, pem no se le han dado medios para su labor de participación ni el pmpio
organismo ha tomado iniciativas institucionales en este sentido. Por otra parte, no están
presentes en él las Comunidades Autónomas, lo que de cara al nuevo mapa autonómi-
co puede Ilevar a la revisión del papel de este importante organismo (23), revisión que

(23) En et anteproyecto de LODE las Cumunidades Autónomas estaban representadas en el
Consejo Escolar del Estado, pem se «desmlgaron» de él por iniciativa de Convergencia y Unión. Sin
embargo, las Comunidades Autónomas sí están presentes en et Consejo de Universidades, sin duda
porque éste desempeda funciar,e. más decisorias.
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puede venir por el lado de las funciones, conectando la participación con la descentra-
lización.

Le llega ahora el turno a la información. Si no queremos que el sistema educativo
español adolezca de una gran opacidad es preciso que la información fluya de manera
transparente. Como ya indicamos, está en marcha la puesta a punto de un sistema de
indicadores estatales en el seno del INCE que podrá sentar las bases de un sistema na-
cianal de información de la educación, pero, a la par, es preciso que las Comunidades
Autónomas suministren información de sus propios subsistemas educativos sin temor
a la comparación, al análisis o a la crftica. Nadie deberfa olvidar que en un sistema de-
mocrático no existen espacios de inmunidad. Todos los organismos y poderes públicos,
además de estar sometidos a los correspondientes controles jurídicos y políticos, están
sujetos a la crítica y al juicio de la opinión pública.

Como recapitulación de todo lo expuesto abogaría por subrayar, en primer lugar,
que el camino hacia un nueva fase del proceso autonómico conduce necesariamente a
la cooperacián: las técnicas de cooperación deben ser objeto de un mayor desarrollo y
de una mayor riqueza. Hay que pensar, pues, en la aplicación de técnicas que ya han
tenido en el federalismo cooperativo amplia realización: comisiones paritarias, órganos
de administración mixta, nuevos entes ad hoc, delegación de competencias, delegación
de servicios, participación en órganos centrales, convenias, programas nacionales del
Estado, etc. Los tiempos del federalismo dual, de la concepcián de las competencias
como compartimentos estanrns y separados, han dado paso hace ya muchos años al fe-
deralismo de cooperación. En nuestro caso, debemos dar un paso decidido y, como se
ha dicho con expresión afortunada, tenemos que dejar atrás la mitologfa de las compe-
tencias exclusivas, consideradas en un sentido excluyente, para caminar firmemente
por el sendero del autonomismo cooperativo.

En segundo lugar, habría que reforzar 1a aplicación a la educación de ios principios

constitucionales básicos. En nuestra Constitución los principios de unidad y de auto-

nomía son inseparables. Justamente, en ese equilibrio de la unidad y la autonomfa

está el sostén más firme de un Estado integrador de regianes y nacionalidades. Ese

equilibrio reposa sobre un tercer principio constitucional, el de la solidaridad, en-

tendida como lealtad al Estado autonómico, como libre y recíprcico respeto del juego

competencial. La solidaridad, como término que supone la lealtad a la Constitución, y

por tanto de las Comunidades Autónomas al Estado, pero también del Estado a las Co-

munidades Autfinomas, la solidaridad, repito, puede ser la clave del arco de un Estado

complejo, compuesto de diecisiete Comunidades Autánomas en pleno ejercicio de sus

competencias.

La construcción de este Estado autonómico exige, sin duda, el esfuerzo de todas las
partes implicadas, pero ese esfuerzo debe conducir a la realización de un Estado donde
todos, ciudadanos, municipios, pnwincias y Comunidades Autónomas encuentren su

lugar, su papel y su participación. Como decía Ortega, hace ahora setenta años, ha Ile-
gado el momento de ^<inventar un Estado que interese a las gentes», es decir, que nos in-
terese a todos.
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